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   II.    EXPEDIENTE D-11876   -   SENTENCIA C-014/18  (Marzo 14) 
           M.P. Diana Fajardo Rivera  
 

 

1. Norma acusada 

LEY 1453 DE 2011 
(junio 24) 

Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código de Infancia y 
Adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y se dictan otras disposiciones en materia de seguridad 

ARTÍCULO 68. El artículo 16 de la Ley 1142 que modificó el artículo 237 de la Ley 906 quedará así:  

Artículo 237. Audiencia de control de legalidad posterior. Dentro de las veinticuatro (24) horas 
siguientes al recibimiento del informe de Policía Judicial sobre las diligencias de las órdenes de 
registro y allanamiento, retención de correspondencia, interceptación de comunicaciones o 
recuperación de información producto de la transmisión de datos a través de las redes de 
comunicaciones, el fiscal comparecerá ante el Juez de Control de Garantías, para que realice la 
audiencia de revisión de legalidad sobre lo actuado.  

2.  Decisión  

Primero.- LEVANTAR la suspensión de términos decretada dentro del presente proceso 
mediante el Auto 305 de 21 de junio de 2017. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE  el inciso primero del artículo 68 de la Ley 1453 de 2011, 
“[p]or medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el 
Código de Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y se dictan otras 
disposiciones en materia de seguridad”, por el cargo analizado en esta sentencia. 
 

3.  Síntesis de los fundamentos 

Correspondió a la Corte determinar si la regla impugnada, al prever que las veinticuatro (24) 
horas para el control judicial de las diligencias enunciadas en el artículo 237 del Código de 
Procedimiento Penal,  empiezan a trascurrir cuando el Fiscal reciba el informe sobre lo 
actuado, infringe el plazo constitucional de las treinta y seis (36) horas para la aplicación de 
esa garantía judicial según lo establece el numeral 2 del artículo 250 de la Carta Política.   

Para tal efecto, el tribunal constitucional reiteró su jurisprudencia en relación con las tres 
cláusulas constitucionales que sujetan las medidas dirigidas a la restricción de derechos en 
la investigación penal y el alcance del artículo 250.2 de la Constitución. Así, señaló que (i) 
en materia del derecho a la libertad personal, en general sus restricciones deben ser 
autorizadas privativamente por el Juez de Garantías; (ii) en el ámbito de las intervenciones 
al domicilio, a la intimidad y a la privacidad, opera el control judicial posterior sobre lo 
actuado; y (iii) para todos los demás procedimientos restrictivos de los derechos 
fundamentales, se requiere autorización judicial previa. De otra parte, (iv) cuando el Fiscal 
dispone la realización de los procedimientos que afectan la intimidad, el control judicial 
posterior tiene por objeto examinar la legalidad, tanto de la orden emitida como de la 
práctica y los resultados de las diligencias; y (v) el término constitucional de 36 horas para 
llevar a cabo dicho control comienzan a contarse una vez finalizada la ejecución de los 
procedimientos ordenados. 

Así mismo, la Corte precisó que conforme al Código de Procedimiento Penal (i) los informes 
sobre registros y allanamientos practicados deben ser remitidos a la Fiscalía dentro del 
término de la distancia, sin sobrepasar las doce (12) horas siguientes (art. 228 C.P.P.); (ii) 
los relacionados con retención de correspondencia, han de ser entregados al ente acusador 
dentro del mismo término (inciso segundo del artículo 233 C.P.P); (iii) los relativos a 
recuperación de información producto de la transmisión de datos, a través de las redes de 
comunicaciones, deben ser allegados a la Fiscalía en igual tiempo (inciso segundo del 
artículo 236 C.P.P.); y (iv) los informes sobre interceptación de comunicaciones están 
cubiertos, junto con las otras tres clases de diligencias, por el artículo 237 C.P.P. que se 
analiza y, por lo tanto, a ellos es también aplicable el plazo máximo de doce (12) horas para 
que los órganos de investigación remitan al Fiscal el respectivo informe, como se indicó en 
la Sentencia C-131 de 2009. 
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  Con base en lo anterior, determinó que al prever que las veinticuatro (24) horas para el 
control judicial de las diligencias a las que hace referencia la norma acusada empiezan a 
trascurrir cuando el Fiscal reciba el informe sobre lo actuado, la norma juzgada es 
compatible con la Carta. En la medida en que ejecutadas aquellas podrán transcurrir solo 
doce (12) horas para que el informe de Policía Judicial sea rendido y, luego, veinticuatro 
(24) horas para la celebración de la audiencia de legalidad sobre lo actuado, la norma 
contempla precisamente un plazo máximo de treinta y seis (36) horas para la realización del 
control judicial una vez finiquitadas las diligencias, en estricta coincidencia con el mandato 
constitucional. Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Corte Constitucional 
resolvió declarar la exequibilidad del inciso primero, artículo 68, de la Ley 1453 de 2011, por 
el cargo analizado. 

 

 

 

 
4. Aclaraciones de voto 

Los magistrados José Fernando Reyes Cuartas, Gloria Stella Ortiz Delgado y 
Alejandro Linares Cantillo se reservaron la presentación eventual de aclaraciones de 
voto, sobre algunas de las consideraciones que sirvieron de fundamento a la decisión de 
exequibilidad. 
 

 

LA INTERPRETACIÓN SEGÚN LA CUAL, LA REBAJA DE LA PENA EN UNA CUARTA PARTE PREVISTA 

EN LA NORMA DEMANDADA, SOLO ES APLICABLE A  QUIENES REALIZAN EN CONCURSO CON EL 

AUTOR LA CONDUCTA, SIN CUMPLIR CON LAS CUALIDADES EXIGIDAS POR LOS TIPOS PENALES 

CON SUJETO ACTIVO CALIFICADO, NO CONFIGURA UN DESCONOCIMIENTO DEL PRINCIPIO DE 

IGUALDAD FRENTE A LOS DETERMINADORES O CÓMPLICES NO CUALIFICADOS 

 




